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Introducción

Como bien señala uno de los estudiosos más representativos del término original sector informal, Víctor Tokman, una de las imágenes más características de la región en las últimas décadas es la presencia multicolor, masiva y diversificada de este sector.

Sin duda un aspecto relevante de la estructura ocupacional de las Américas en los años recientes consiste en el incremento de la informalidad. Entre los años de 1990 y 2003, según estima el Panorama Laboral (2004) de la OIT
, de cada 10 nuevas personas ocupadas, 6 trabajaban en el sector informal. No obstante esta creación de “empleos”, insustituible como señala Tokman para la estabilidad política y económica de los países de la región (explica uno de cada dos empleos no agrícolas), conlleva sin embargo problemas estructurales ligados a la vulnerabilidad del mercado de trabajo. Así,  las cifras muestran que, aproximadamente, solo 5 de cada 10 nuevos asalariados tienen acceso a los servicios de seguridad social y sólo 2 de cada 10 nuevos asalariados en el sector informal contaban con esta cobertura en 2003 (Panorama Laboral, 2004).

Por ello, la  informalidad ha sido considerada igualmente como una variable determinante del déficit de trabajo decente en la región, y conocer precisamente sus principales rasgos, las tendencias y los retos es de suma importancia para la discusión y definición de políticas y para el fomento de buenas prácticas, que repercutan en el empleo y en su calidad en general.

Existen, sin embargo, diversas percepciones y caracterizaciones de la economía  informal, lo que sin duda influye en la orientación de las políticas relacionadas con este sector. Para algunos, el sector informal es sinónimo de ilegalidad, en el sentido de que se trata de unidades productivas que no se registran  (es decir, no se formalizan) con el único fin de evitar el pago de impuestos, sea al Gobierno Central sea a los Gobiernos locales, y de evitar también el cumplimiento de las obligaciones laborales, en especial aquellas que influyen sobre los costos laborales no salariales. En este enfoque, economía informal es sinónimo de lo que en Europa se denomina economía sumergida.

Para otros, la informalidad es resultado de regímenes jurídicos y administrativos que imponen altos costos, en tiempo y en dinero, al proceso de formalización. De Soto
 ha desarrollado ampliamente este enfoque, que si bien identifica una parte del problema de la informalidad (o mejor, una de sus causas) peca de cierto reducionismo al dejar de lado aspectos importantes como es la tecnología, la productividad, etc.

Un tercer enfoque, desarrollado por Portes
 es aquel que considera que la informalidad es una especie de subproletariado. Se trataría de una enorme contingente de trabajadores “asalariados” a los que el sistema económico utiliza pero fuera de los márgenes de la formalidad laboral.
Finalmente, la OIT y otras instituciones consideran que la informalidad es resultado de desajustes estructurales entre la oferta y demanda de mano de obra; desajustes que hacen que la economía formal o estructurada no sea capaz de generar todo el empleo necesario. La gran cantidad de personas que no pueden ser atendidas por una demanda de trabajo poco vigorosa deben, en ausencia de esquemas de protección social como el seguro de desempleo, “inventarse” un empleo recurriendo al único factor del que disponen: su propio trabajo. La baja relación capital – trabajo impone productividades muy bajas y, en consecuencia, ingresos también bajos. No es casual, por ello, que la mayoría de los trabajadores informales sean, además de desprotegidos, pobres.

Ahora bien, cualquiera sea la definición y el enfoque, es evidente que el tema es central. Es por ello que la XIII CIMT, en la reunión de los Grupos de Trabajo llevada a cabo en Washington D.C., desde el 11 al 14 de mayo de 2004, planteó inicialmente “Examinar los temas prioritarios relativos al sector informal, entre otros, la promoción del registro de las microempresas y la expansión de la protección social de los trabajadores del sector informal”, según las conclusiones del Grupo de Trabajo 1. También el Grupo de Trabajo 2, en su informe final, destaca la necesidad de “desarrollar criterios para el estudio de la relación entre informalidad y globalización, así como identificar buenas prácticas de inspección de trabajo y otras áreas laborales relacionadas con el sector informal, y proveer información sobre “Centros de apoyo a la productividad de los empleadores y otras iniciativas”.

El tema fue encomendado por los grupos a la OIT solicitando que el proyecto de apoyo a la CIMT, financiado por USDOL y ejecutado desde la Oficina Regional para América Latina y el Caribe, preparara un documento de referencia y síntesis para alentar la discusión en un taller específico previo a la reunión de los grupos o dentro de la agenda de ambos. En la reunión de planificación realizada en enero del 2005, la tarea se compartió con el BID que debería aportar al contenido de este estudio su propia experiencia en materia de buenas prácticas.

El presente documento es un breve repaso sustentado sobre dos ejes: una introducción sobre las políticas (involucrando el examen de los temas prioritarios relativos al sector informal y la relación entre globalización e informalidad) y otro que contiene los programas y buenas prácticas hasta ahora desarrollados y que están en conocimiento de la Oficina.

De ese modo, el documento pretende abarcar, más allá de las buenas prácticas en la economía informal, los otros dos puntos planteados por los grupos de trabajo de la CIMT: los temas prioritarios relativos al sector informal y la relación entre globalización e informalidad.

Se trata pues de un documento expositivo y recapitulativo que pretende sólo mostrar lo hasta ahora adquirido de forma muy sumaria, proporcionando instrumentos generales que sirvan para la reflexión y el debate. Se trata pues de un material de discusión y de una síntesis de los principales puntos de interés desde la perspectiva y la experiencia de la OIT.

1.  La Economía Informal en las Américas y el impacto de la globalización en su desarrollo

El clásico informe de Kenia en 1972 utilizó por primera vez el término sector informal abriendo la discusión, y sobre todo una elaboración doctrinal que se ha convertido en casi centro del estudio laboral en los últimos 30 años. La evolución y la formulación del concepto a lo largo de este periodo, no son el objeto de este trabajo pero baste recordar los aportes de Portes y Benton o del otro sendero de De Soto, ya mencionados, que incluyen temas relativos a ilegalidad, inversiones, créditos, etc., para ver la riqueza de estudios del fenómeno y su importancia en el hemisferio.

Observando conjuntamente la actividad laboral del sector, el trabajo "informal" se caracterizaba entonces en torno a cuatro elementos, a saber: i) su facilidad de entrada, fundamentada en la nula o escasa necesidad de capital para iniciar la actividad y en la falta de exigencias específicas de capacitación; ii) el pequeño tamaño de la unidad productiva
; iii) la baja productividad, consecuencia directa de los dos factores anteriores; y iv) la ausencia de organización empresarial
. Se apreciaba además que en estas categorías el problema económico de fondo (empleo de calidad, producción, etc.) aparecía agravado, ya que el entramado laboral se tejía en ámbitos de clandestinidad, precariedad, insalubridad, ilegalidad y nulidad jurídica
.

El aumento de la heterogeneidad del sector e imparable crecimiento determinó en los estudiosos del tema la necesidad de plantear un cambio. Con ocasión de la 90ª reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo en el 2002 la OIT cambió la definición y el enfoque, hasta entonces eminentemente económico, para abordar el tratamiento del sector informal tanto en cuanto a su concepción, como con relación al diseño de políticas para abordarlo
. Comienza así la OIT abordando un nuevo concepto: ECONOMIA INFORMAL, término que recoge ese escenario diverso, dinámico y heterogéneo que este fenómeno imparable demuestra en la práctica. Su ámbito se amplia e incluye ahora a trabajadores independientes en actividades de subsistencia, trabajadores domésticos, trabajadores a domicilio y asalariados e independientes de pequeños emprendimientos. En general los informales son aquellos excluidos por la ley, con un importante índice de vulnerabilidad, carentes de seguridad (de mercado laboral, de capacitación de protección social, de ingresos, etc.), es decir personas con déficit de trabajo decente, elemento fundamental para sobrevivir en el nuevo ámbito de la globalización. El factor aglutinante es que todos son trabajadores y en esta idea se insiste desde entonces.

La OIT busca así, afrontar este déficit, permitir la transición a la formalidad y a largo plazo generar empleo formales y decentes, es decir “atajar las causas profundas de la actividad informal y de la informalización”
. Sin duda el mayor problema de la informalidad, en especial de los grupos más proclives a la formalización
 es el de la concreción de sus derechos sociales y económicos, a los cuales en la práctica hoy no tienen acceso, y es por ello que la generación de una política económica y social se vuelven más necesarias para evitar la exclusión y la disgregación social.

Desde el inicio de los setenta, por su heterogeneidad y, en algún caso, por la falta de determinación cuantitativa, el estudio jurídico-laboral del sector informal representa un enorme reto que implica nuevos planteamientos y puntos de partida. De forma esencial, el "arranque" es eminentemente práctico, para lo cual empieza en el estudio de cada una de las categorías de trabajadores que prestan su actividad dentro de este sector, definiendo sus características, sus necesidades y su grado de vulnerabilidad en el mercado. Partiendo del análisis de situación, el segundo paso es determinar y garantizar en qué medida la aplicación del derecho del trabajo existente puede ser adecuada y hasta que punto será necesario desarrollar nuevas normas que permitan extender a todos los trabajadores la protección que necesitan.

Las condiciones de desarrollo de este sector (escasez de dotación económica, falta de calificaciones profesionales, escaso desarrollo productivo, ilegalidad...) presentan a los trabajadores que prestan su actividad en él como un grupo especialmente vulnerable. Esta situación de desprotección viene agravada por la confusión terminológica. Conceptos como trabajadores ilegales, trabajo negro, trabajadores sumergidos, trabajadores clandestinos, etc., aparecen con frecuencia confusamente identificados en el sector informal, por cuanto se entremezclan con frecuencia.

Ante esta dificultad, la precisión se hace necesaria y requiere retomar el punto de partida al tratar este concepto. El término la informalidad tal como se reconoce en la actualidad marca y define una realidad existente en el mercado de trabajo. Desde esta perspectiva la economía informal abarca numerosos y diferentes trabajadores, empresas y empresarios
 cuyas actividades no están recogidas por la ley, esta no se aplica o no se cumple, o la propia ley no fomenta su cumplimiento por ser inadecuada, onerosa o con costos excesivos. En todo caso se trata de actividades licitas y no delictivas en el sentido penal.

a.  Globalización e informalidad

El proceso de integración en un mundo globalizado puede presentar resultados ambiguos en los países no industrializados. Por ejemplo, los procesos de liberalización/apertura comercial pueden elevar la desigualdad en lugar de reducirla, al provocar cambios que incrementan la demanda de trabajo calificado en detrimento del trabajo no calificado. La apertura puede estimular la importación de tecnologías sustitutivas de trabajo de baja calificación y/o complementarías de mano de obra calificada, lo que podría afectar negativamente al empleo formal con protección social del primer grupo de trabajadores.

Al respecto, la denominada skill enhancing trade hypothesis, apunta a que la apertura induce a la adopción de nuevas tecnologías que incrementan la demanda por trabajo calificado en detrimento del trabajo no calificado, lo que implica un aumento de la desigualdad salarial. Dicha teoría muestra que los procesos de liberalización comercial pueden promover el incremento en la desigualdad en los países en desarrollo, lo que se opone a lo preconizado por la tradicional teoría del comercio internacional de las “ventajas comparativas” o de los teoremas de Hecksher-Ohlin, Stolper y Samuelson
.

El proceso de integración de las economías en desarrollo al mundo globalizado incrementa, por lo tanto, la necesidad de políticas destinadas a la promoción del trabajo decente, con miras a la promoción de una globalización más inclusiva. 

Como señalan las conclusiones de la 90ª CIT
, la informalidad es ante todo una cuestión de gobernanza, que se ha generado por la aplicación de políticas macroeconómicas y sociales inadecuadas e ineficaces, en general no avaladas por consultas tripartitas, y con carencia de marcos jurídicos y de instituciones adecuadas que permitan aplicar de forma correcta las leyes. En el mismo sentido incide el Informe del DG a la Conferencia Internacional 2003 en su 91ª sesión, Superar la pobreza mediante el trabajo, donde se señala que el problema de acceso de los informales a los derechos básicos establecido de forma general depende del funcionamiento justo y equitativo de los mercados de trabajo.

La ausencia de un crecimiento económico elevado y sostenido limita la capacidad de los gobiernos para facilitar el tránsito a la formalidad, así como la aplicación de políticas macroeconómicas o de reestructuración económica o productiva que no abordan adecuadamente el empleo, aumenta este fenómeno. De hecho un factor que aumenta la informalidad es la errónea idea de que la cantidad y calidad del empleo es un elemento residual y no un factor de desarrollo económico.

Como señala la OIT
 el comercio, las inversiones y la tecnología, si se presentan en condiciones adecuadas, pueden ofrecer a los países menos desarrollados oportunidades para mejorar la calidad del empleo, pero el proceso actual de globalización no es suficientemente influyente o justo y los beneficios no se reparten correctamente dejando al descubierto los problemas de la mala gobernanza. En ese sentido y para garantizar la gobernanza el poder ejecutivo en consulta con los actores sociales tiene un papel esencial, y es necesario un verdadero compromiso y voluntad políticos, así como establecer los mecanismos y estructuras necesarios para poder abordarlos.

Las leyes, las políticas y los programas concretos
 deben afrontar los factores responsables de la informalidad y ser acordes con las necesidades y culturas concretas que representan cada país, extendiendo la protección a todos los trabajadores y eliminando las barreras de entrada a la economía formal. Muchas de las barreras son legales y administrativas y van más allá del mero marco formal, pues una barrera obvia es tanto un reducido o limitado ámbito de aplicación de la norma o la institución, como su funcionamiento efectivo. Pero como señala el Consejo de Administración de la OIT
 la gobernanza va más allá de la ley y supone el control, la dirección y regulación de las instituciones y políticas que determinan el funcionamiento económico y social. En el marco de la economía informal esto conlleva numerosas respuestas para una mejor gobernanza, por ejemplo como señala Trebilcock
 un buen sistema de solución de conflictos funcionando puede servir para construir relaciones laborales fluidas  e interrelaciones adecuadas entre los productores de la economía informal y las autoridades locales. Así mismo una buena gobernanza deberá revisar todas las dificultades que afrontan los micros y pequeños empresarios en sus operaciones de forma general.

Por tanto, al analizarse cómo las diferentes dimensiones del proceso de globalización
 afectan a las oportunidades de empleo y al bienestar de los trabajadores es importante considerar en que medida es la propia incapacidad de los países para participar en los procesos de globalización, mas que la globalización en si misma, la que contribuye a impedir que estos países se beneficien del comercio, la inversión y la tecnología.

Además es necesario considerar que la pobreza
 elimina las oportunidades de trabajo decente, impidiendo que la persona se forme y adquiera las calificaciones necesarias para incrementar su empleabildad y productividad, así como cotizar de manera continuada a los sistemas de seguridad social y esta es parte del contexto de la economía informal. En ese sentido son los gobiernos los responsables de generar un marco macroeconómico, jurídico y político que promueva el trabajo decente y la eficacia de los mercados y sus instituciones, incluidos los sistemas de información sobre el mercado de trabajo y las instituciones de crédito. En todo caso las estrategias de lucha contra la pobreza en relación con las metas del milenio (DELP) deberán abordar de forma específica los problemas de la economía informal.

Existe sin duda una marcada relación entre economía informal (más marcada con relación a las mujeres que a los hombres) y pobreza, lo que implica que los trabajadores y empleadores insertos en su ámbito se hayan visto afectados por la globalización. Por ejemplo, los trabajadores y empresarios independientes afrontan la competencia de los productos importados mientras que los asalariados enfrentan un numero creciente de trabajadores informales que buscan nuevas oportunidades en este amplio segmento de la economía, esto provoca una carrera hacia lo mínimo y las compañías se trasladan de un país a otro buscando menores costos, salarios más bajos.

La presión de la competencia mundial y los avances tecnológicos llevan cada vez más a las empresas transnacionales a subcontratar o externalizar su producción de componentes e insumos a proveedores de primera, segunda y tercera mano, muchos de los cuales son microempresas o empresas a domicilio de la economía informal de países en desarrollo
.

La competencia mundial también alienta a las empresas formales a pasar de la contratación formal de asalariados a diferentes formas de empleo informal, así como que las unidades informales cambien los contratos “semipermanentes” de los trabajadores, por contratos de pago a destajo o fórmulas ocasionales sin seguridad en el trabajo, ni salarios mínimos o prestaciones a la seguridad social
.

Otro aspecto importante a destacar es que la reciente expansión de la economía informal no sólo ha estado ligada a la capacidad de las empresas formales de absorber la mano de obra, sino también a su interés de hacerlo. Un número cada vez mayor de empresas está descentralizando la producción y organizando el trabajo según la idea de “especialización flexible”, es decir, creando unidades de producción más pequeñas, flexibles y especializadas, algunas de las cuales no se registran o son informales. Una variación global de la especialización flexible es el rápido crecimiento de las cadenas de bienes y valores transfronterizas que en países en desarrollo implican con frecuencia que el productor final  esté en la economía informal
.

Las cadenas globales de valores y de bienes son un claro ejemplo de cómo la economía formal e informal están vinculadas a través de las fronteras de muchos países, influyendo en el trabajo decente de los ciudadanos según el segmento de la cadena en que se encuentren. Cuanto más nos acercamos a la parte inferior de la cadena, más posibilidades existen de encontrar relaciones laborales informales y mayores son los vacíos de trabajo decente
. No obstante, estos vínculos entre la economía formal e informal también se observan en actividades más tradicionales, así como hay igualmente vínculos directos e indirectos entre los trabajadores informales y las empresas formales. La economía informal incluye a muchos “asalariados encubiertos”, los cuales aunque no sepan quién es su “jefe”, dependen claramente de alguien para obtener las materias primas, equipo, lugar de trabajo, y para la venta de los productos finales, etc.

En ese sentido, la preocupación política debe centrarse en reforzar los vínculos positivos existentes y garantizar el trabajo decente en todo el continuo económico. Es necesario mejorar la situación de los informales desde las organizaciones de base, introduciendo mejores tecnologías de producción que agreguen valor en el ámbito local, introduciendo tecnologías de información y comunicación y centros de facilitación comercial que puedan ayudar a los productores locales a evitar numerosos intermediarios y relacionarse directamente con los mercados mundiales.

Tal situación requiere de una agenda política para colaborar con los productores y trabajadores de la economía informal y minimizar los aspectos negativos de la globalización
, en términos de:

a) organizar los ámbitos local, nacional y mundial;

b) realizar investigación y estudios estadísticos para documentar la cantidad, la contribución y las condiciones de los grupos de trabajo en cada sector y evaluar el impacto de la globalización;

c) incidir programas de acción para ayudar al acceso a mercados (facilitación comercial ya mencionada). 

Igualmente es necesario, como señalan las Conclusiones de la CIT, 90ª Sesión, respetar los derechos humanos y en particular los derechos fundamentales en el trabajo, es decir los recogidos en la Declaración de la OIT y en los Convenios fundamentales de la OIT, ya que son derecho “habilitadores” que no sólo permiten garantizar una base estable para superar la pobreza en el marco global sino que abarcan todas las libertades y derechos que un individuo necesita para sobrevivir y prosperar  en el mundo y en relación con sus semejantes.

b.  Trabajo informal en el hemisferio americano 

El proceso de reformas de las economías latinoamericanas, en el sentido de una mayor y mejor inserción en la economía globalizada por medio de la apertura comercial y del cambio  del papel del estado en la economía, no ha llevado necesariamente a un mejor desempeño económico y social para los países de la región.

La evolución del mercado de trabajo en América Latina y el Caribe desde la década de los 90 ha sido marcada por un proceso de mayor precariedad, combinando aumento de la tasa de desempleo y de la informalidad, con la disminución de la protección social de los trabajadores y  el empeoramiento o mantenimiento de la desigualdad en niveles elevados.

La evolución del empleo en el período que se extiende de 1990 a 2003 muestra cambios importantes en la composición sectorial y en la calidad de las ocupaciones, resultantes entre otros factores, de los procesos de privatización, apertura económica, y el incremento de la importancia relativa del sector de servicios.

El sector informal en la región, en particular en América Latina es muy importante. El Panorama Laboral de 2004 de la OIT
 señala que el empleo informal presentó una expansión en el período que se extiende de 1990 a 2003. El sector informal
 que en 1990 representaba 42.8% del empleo urbano en América Latina, pasó a responder por 46.7% en 2003. Entre los años de 1990 y 2003, según estimativas del Panorama Laboral (2004), de cada 10 nuevas personas ocupadas, 6 trabajan en el sector informal. El mayor incremento es entre los hombres, pero es en el empleo femenino donde el nivel de informalidad es mayor (una de cada dos mujeres ocupadas trabaja en el sector informal).
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Servicio

Sector

Peq., med. y grandes

Independiente

doméstico

Público

empresas privadas

1990

Total

42.8

22.2

5.8

14.7

57.2

14.4

42.9

Hombres

39.4

21.6

0.5

17.3

60.6

Mujeres

47.4

23.2

13.8

10.4

52.6

1995

Total

46.1

24.0

7.4

14.8

53.9

15.3

38.6

Hombres

42.7

23.9

0.8

18.0

57.3

Mujeres

51.0

24.1

17.0

9.9

49.0

2000

Total

46.9

24.6

6.7

15.6

53.1

13.3

39.8

Hombres

44.5

25.3

0.6

18.6

55.5

Mujeres

50.3

23.7

15.4

11.2

49.7

2002

Total

46.5

23.9

6.8

15.8

53.5

13.9

39.7

Hombres

44.3

24.7

0.7

18.9

55.7

Mujeres

49.4

22.8

15.2

11.3

50.6

2003

Total

46.7

23.6

7.0

16.1

53.3

13.8

39.5

Hombres

44.1

24.0

0.7

19.3

55.9

Mujeres

50.1

23.2

15.5

11.4

49.9

Fuente: Panorama Laboral 2004.

América Latina y el Caribe: estructura del empleo urbano. 1990-2003

(Porcentajes)

Año

Total

Sector Formal

Total

Sector Informal

Microemp.


El aumento de la informalidad en el período estuvo asociado, al menos en parte, con el incremento de la importancia relativa del empleo en el sector terciario de la economía, donde se concentra la estructura del sector informal, en particular en aquellos segmentos de actividad menos productivos y menos vinculados a los sectores modernos y más eficientes de la economía. El empleo en el sector de servicios pasó de un 71.2% en 1990 para 75.1% en 2003, con el sector terciario respondiendo por cerca de 9 de cada 10 nuevas ocupaciones generadas en el periodo.

La mayor precariedad del empleo se produjo no sólo por el incremento de la informalidad, sino también por la disminución de la protección social del trabajo. El porcentaje de asalariados que cotizan para la seguridad social bajó de un 66.6% en 1990 para 63.6% en 2003, siendo que para el sector formal pasó de 80.6% para 79.3%, mientras que para el sector informal este porcentaje bajó de 29.2% para 26.2%. Para el periodo considerado, aproximadamente 5 de cada 10 nuevos asalariados tienen acceso a los servicios de seguridad social y sólo 2 de cada 10 nuevos asalariados en el sector informal contaban con esta cobertura en 2003 (Panorama Laboral 2004).

[image: image2.wmf]América Latina: asalariados que cotizan en la seguridad social. 1990-2003

Servicio

doméstico

1990

Total

29.2

17.6

34.7

80.6

66.6

Hombres

32.5

35.5

32.5

79.1

68.4

Mujeres

27.0

16.6

39.5

82.8

65.1

1995

Total

24.2

19.1

28.3

79.3

65.2

Hombres

25.4

32.0

24.8

78.2

66.6

Mujeres

24.0

18.0

37.5

81.1

65.7

2000

Total

27.2

23.2

29.4

79.6

64.6

Hombres

26.6

31.9

26.6

78.4

66.0

Mujeres

27.9

22.7

37.6

81.5

62.9

2002

Total

26.2

21.5

28.2

78.9

63.7

Hombres

25.5

29.2

25.6

77.9

64.9

Mujeres

27.0

20.9

35.7

80.6

62.3

2003

Total

26.2

23.3

28.1

79.3

63.6

Hombres

25.2

33.6

25.4

78.6

65.2

Mujeres

27.2

22.8

35.2

80.4

61.8

Fuente: Panorama Laboral 2004.
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La evolución de la informalidad para el conjunto de América Latina no refleja las diferencias existentes entre los países de la región. Lo mismo se observa en relación a una paralela  menor protección social. De hecho hay países con un nivel de informalidad superior a un 60%, como Bolivia, Colombia y Paraguay, mientras que en otros el sector informal responde por menos de un 40% del empleo urbano, como es el caso de Chile y Uruguay. El empleo en la condición de “trabajador independiente” predomina en Bolivia (44.6% del empleo urbano), Colombia (38.7%), Ecuador (31.9%), Honduras (40.8%), Nicaragua (34.0%), Paraguay (30%) y Venezuela (32.8%). Es significativa la participación de la categoría “servicio doméstico” en el empleo urbano en Paraguay, Uruguay y Brasil (por encima del promedio de América Latina), y del empleo en establecimientos que cuentan con hasta 5 trabajadores – categoría “microempresas” – para Nicaragua, Costa Rica, Paraguay y Argentina.
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La participación del sector informal en el empleo urbano se elevó en 3.9 puntos porcentuales para el conjunto de América Latina, comparándose el año de 2003 con 1990, con destaque para Colombia (+15.7), Venezuela (+15.2) y Panamá (+6.6). Sólo Argentina presenta reducción en el tamaño del sector informal en la estructura del empleo urbano, y en Uruguay la participación del empleo informal en el total del empleo urbano se mantiene estable, para el período considerado.
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En cuanto a la participación de los asalariados que cotizan a la seguridad social (es decir están cubiertos por el sistema de protección social), por encima del promedio de América Latina para el año de 2003 (63.6%) sólo se encuentran Uruguay (98.1%), Panamá (75.2%), Costa Rica (74.4%) y Brasil (69.2%). Por debajo de los 50% se encuentran Bolivia (31.1%), Ecuador (46.3%), Argentina (48.2%), Nicaragua (48.2%) y Paraguay (48.2%). El porcentaje de los asalariados que cotizan para la seguridad social en el sector formal es cerca de 3 veces el porcentual en el sector informal, para el conjunto de América Latina (79.3% contra 26.2%), en el año de 2003. En Uruguay esta participación se equivale, mientras que para ciertos países es muy elevada: alrededor de 14 veces en Nicaragua, 7 veces en México y Bolivia, y casi 5 veces en Perú.
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Entre los años de 1990 y 2003, el porcentaje de asalariados que cotizan a la seguridad social presentó una reducción de 3 puntos porcentuales para el conjunto de América Latina, con destaque para Chile (-18.9), Argentina (-13.7), Venezuela (-13.6) y Ecuador (-8.3). Por otro lado, sólo Uruguay y México presentaron una elevación del porcentaje de trabajadores asalariados que contaban con cobertura de los servicios de seguridad social: 15.5 y 4.9 puntos porcentuales, respectivamente.
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El crecimiento de la economía informal en la región es fruto de la pobreza, el ajuste estructural, las privatizaciones y  de otras consecuencias derivadas de la globalización. Si bien en los noventa la región incrementó la intensidad de los flujos comerciales, las inversiones internacionales y el cambio de ubicación de producción para la exportación, a través de la generación de crecimiento económico, descenso de la inflación y progreso tecnológico, lo cierto es que a menudo fue crecimiento sin empleo. Por otro lado la reforma laboral emprendida en muchos países hizo que el número de trabajadores formales con contrato fijo disminuyera de forma notable.

Si bien la mayor parte de los estudios en la región concentran su foco en la  América Latina, el Caribe ingles también se ve afectado por el crecimiento del sector que afecta las exportaciones agrícolas no tradicionales como el sector moderno de servicios. Como señala un reciente estudio
 en varias islas del Caribe hay actualmente numerosos puestos de trabajo en los aeropuertos, encargados de digitar datos por ejemplo para compañías aéreas de E.E. U.U.

También los países del norte enfrentan problemas relativos a la informalidad laboral. En los Estados Unidos, son cada vez más frecuentes modalidades de empleo informal en sectores como el electrónico y la fabricación de prendas de vestir, en particular para trabajadores provenientes de América Latina y Asia, sometidos a trabajos en condiciones de explotación, y que afecta especialmente a las mujeres. Así mismo, han venido creciendo otras formas de trabajo flexible que han modificado la naturaleza de los mercados de trabajo de Estados Unidos y Canadá, tales como el aumento del empleo temporal y a tiempo parcial, la tercerización de actividades de contratación (agencias privadas de colocación), la elevación del teletrabajo, etc., que impactan e inciden en las relaciones de trabajo, la cobertura de la legislación laboral y  la protección social
.

c.  Los retos a enfrentar

La formalización y modernización de las actividades informales en la región es, por tanto, un reto que se debe afrontar con decisión. En este camino hay ya una larga experiencia acumulada de la que es necesario extraer lecciones que orienten las políticas a adoptar, y que contribuyan a:

· Modificar una lógica de supervivencia en una fórmula de integración a la modernidad. La descentralización productiva y la organización del trabajo según el concepto de “especialización flexible”, características básicas del nuevo paradigma tecnológico, proporcionan buenas oportunidades para las empresas de pequeño tamaño. El desafío es transformar las unidades productivas, en especial las microempresas, para que puedan articularse mejor a los mercados de bienes y recursos productivos, a través, en lo posible, de redes productivas.

· Pasar de experiencias piloto a la extensión de los resultados. Cuanto más generales sean las medidas y menor la intervención directa que requieren por parte del gobierno mayor será el número de beneficiarios.

· Modificar del individualismo en cultura empresarial y asociativa. Las oportunidades que se abren a los pequeños negocios, en el marco de un sistema de producción flexible, requieren cambios de comportamiento, es decir, pasar de la cultura de trabajar solo a trabajar en grupo, para aprovecharse de las ventajas existentes en asociarse en la producción – complementación productiva, reducción de costos, penetración en mercados, acceso al sistema de crédito, etc.

La aceleración del crecimiento de los segmentos modernos es una condición necesaria pero no suficiente para reducir toda la proporción de informalidad que caracteriza a los países de la región. Para ello, se necesitan también procesos de transformación de segmentos
 importantes de las actividades informales que permitan elevar su productividad e ingresos. En esa perspectiva las dos áreas de políticas más importantes son: i) el fortalecimiento de las articulaciones de los segmentos informales, especialmente de las microempresas con mayor potencial productivo, con los segmentos modernos; y ii) el mayor acceso de las unidades productivas informales, especialmente microempresas, a recursos productivos para elevar sus niveles de productividad e ingresos.

El fortalecimiento de la articulación es un proceso que comprende: i) la prolongación hacia microempresas informales de los efectos de cascada de las redes productivas;  ii)  el aumento del empleo y los salarios reales en actividades formales, ya que una porción significativa de la demanda por servicios y bienes informales es generada por la evolución de los salarios y el empleo en el sector moderno; y iii) el fortalecimiento de formas asociativas de microempresarios para beneficiarse más de políticas de apoyo.

Por su parte, el mayor acceso a recursos para actividades informales implica la implementación de políticas y programas que faciliten: i) el acceso al crédito, para superar la escasa apertura del sistema financiero hacia este tipo de unidades y los problemas relacionados a la falta de garantías exigidas por el sistema de crédito (desarrollo de sistemas de micro crédito y de seguros crediticios, etc.); ii) la formación en gestión de la productividad para microempresarios, la formación técnica y la capacitación laboral de trabajadores; iii) el desarrollo y acceso a tecnologías simples (incubadoras de empresas, información sobre nuevas tecnologías, etc.); iv) la información sobre mercados y el apoyo para la comercialización (establecimiento de servicios de divulgación de información para microempresas); v) el apoyo a la certificación de la “calidad” de las microempresas, como condición para que puedan beneficiarse de los programas de compras estatales o para que puedan proveer insumos o servicios a las redes productivas privadas; vi) la titularización de la propiedad (simplificar el trámite de reconocimiento legal de la propiedad, lo que permitiría facilitar el acceso al crédito); y otras políticas orientadas a elevar rápidamente la productividad e ingresos de sus actividades.

Por consiguiente, el esquema planteado supone que las políticas públicas de nivel nacional, intermedio o local inciden en aquellas actividades que además de tener condiciones para ser fortalecidas en términos de su articulación, pueden beneficiarse con el acceso a recursos para su reconversión productiva. La enorme dimensión de las actividades informales – millones de micro unidades y de trabajadores independientes – impide una concepción de políticas hacia todas ellas. Esto supone un cierto grado de selectividad: se apoyan a aquellas actividades con mayor potencial de transformación, vía articulación y acceso a recursos. El enfoque es de transformación gradual en su inserción productiva. No es una transferencia de ingresos para consumir, lo que está siendo implementada a través de las políticas de transferencias y gasto social focalizado en los sectores de menores ingresos, sino que se trata de una transferencia de recursos y mejor articulación para elevar la productividad, modernizar estas actividades, elevar el ingreso de los allí insertos y facilitarles el tránsito hacia la modernidad.

No obstante, cuando se analizan las actividades informales, el análisis no debe limitarse al conglomerado de unidades productivas de baja productividad que lo conforman. Debe también, y muy especialmente, percibir a estos sectores como un conjunto de personas que, en muchos casos trabajan al margen de la normativa vigente (no si se trata de cooperativas o formas asociativas similares), con muy bajos ingresos y sin protección social. Es por ello, que las políticas que se planteen deben tomar en cuenta esta doble dimensión del problema y no limitarse a la transformación productiva de sus unidades.   

Por ello, además del fortalecimiento de las articulaciones de los segmentos económicos informales con los segmentos modernos, y del mayor acceso a recursos productivos para generar una transformación productiva en los primeros, las políticas a favor de la modernización de las actividades de estos segmentos o sectores deben procurar:

· la mejora de la legislación laboral aplicable en el sector, extendiendo la protección general o creando un sistema especial;
· la extensión y la adaptación a dichos segmentos o sectores de los sistemas de protección social (ampliar la cobertura de la seguridad social y mejorar la seguridad y la salud en el trabajo).
2. Buenas Prácticas (BP) y la Economía Informal

La noción de buenas prácticas laborales (traducción directa del término labor good practices) se viene manejando de forma muy amplia y general en los últimos años, como sinónimo de experiencias exitosas en el mundo del trabajo. En un momento crítico de desarrollo de las relaciones obrero-patronales, este concepto responde a un ansia creciente por buscar mecanismos y formulas de interacción que identifiquen qué experiencias y formas de interrelacionarse han servido para mejorar el ambiente laboral, han incrementado la productividad y se han encuadrado en un contexto de respeto a los derechos de los trabajadores.

En este tenor y en una primera aproximación, una buena práctica es toda experiencia que se guía por principios, objetivos y procedimientos adecuados y/o pautas aconsejables que se adecuan a una determinada perspectiva normativa o a un parámetro consensuado, así como también toda experiencia que ha arrojado resultados positivos, demostrando su eficacia y utilidad en un contexto concreto. No obstante, en general se maneja el concepto buenas prácticas de forma espontánea, para reflejar cualquier experiencia subjetivamente calificada como exitosa desde diferentes y muy variadas ópticas, sin haber establecido una serie de indicadores mínimos que permitan identificarlas con criterios objetivos.

No hay que olvidar, en este intento por avanzar en el concepto genérico de buenas prácticas, que el trasfondo de la expresión que utilizamos es poder documentar y difundir, con el fin de replicar los aciertos, aquéllos casos en que en el ámbito de la empresa, del sector o del país hayan producido situaciones, desarrollos y modelos laborales que puedan calificarse desde varios parámetros como ejemplares. Es obvio que el mundo laboral implica múltiples aspectos que van desde la selección del personal y otros asuntos de carácter administrativo, pasando por el ejercicio sine qua non de los derechos fundamentales, hasta temas relativos a la terminación de la vida laboral o de compatibilidad del tiempo de trabajo y el ocio, abordando asimismo multitud de temas relacionados con la salud, la protección social o las políticas de empleo, es decir una amplia gama de cuestiones y aspectos relacionados con el desenvolvimiento social del ser humano.

En el ámbito de la OIT tampoco existe una definición concreta al respecto, aunque es posible encontrar diferentes documentos y manuales sobre el tema
 y se han elaborado guías y/o compendios. Los propios instrumentos internacionales de la OIT hacen también mención al concepto. Este es el caso del punto 9 g) de la Recomendación sobre el desarrollo de los recursos humanos, 2004 (núm. 195) en la que se insta “a los empleadores públicos y privados a adoptar buenas prácticas en materia de desarrollo de los recursos humanos.”

Desde una reflexión basada en elementos objetivos, una buena práctica laboral sería aquella que permite el desarrollo social, en un ámbito de protección de los trabajadores, garantizando el progreso económico. Es decir aquélla que facilita el desenvolvimiento de los recursos humanos en un contexto de respeto a los derechos aceptados por la comunidad y de desarrollo y progreso de la economía y la empresa. Teniendo en cuenta que hablar de trabajo y/o empleo con carácter general implica multitud de facetas y aspectos, cada uno de los temas que estos términos implican debería ser objeto de una tipificación concreta, con el fin de poder encontrar los elementos que podrían caracterizar ese objetivo común en sus diferentes elementos.

En las Américas y según la documentación revisada no parece existir un concepto general de buenas prácticas laborales, aunque de los distintos trabajos y estudios se desprende la idea de que se trata de reflejar ejemplos adecuados y por tanto modélicos en los distintos aspectos del trabajo y el empleo.

a. Las buenas prácticas en la economía informal

Los trabajos de la OIT al respecto han conducido a la necesidad de incidir en este concepto en relación a la economía informal convencidos de que el intercambio de información es una fase previa y necesaria.

Diversas reuniones internas y técnicas mantenidas en el curso del 2004 en diferentes lugares, consideraron que dada la complejidad y la magnitud de la economía informal y sin perjuicio de las acciones necesarias para seguir las conclusiones y recomendaciones de la discusión general sobre el tema de la CIT en el 2002, la forma ideal de compartir experiencias y trasmitir el mensaje de la OIT era a través de los repertorios de buenas prácticas que propiciaban compartir el conocimiento de forma equitativa.

En ese sentido era preciso determinar que concepto o que elementos eran necesarios para que se pudiera considerar una práctica como buena. La conclusión puede resumirse como sigue:

Criterios para determinar una buena practica

Pertinencia: aplicabilidad a un contexto concreto y en respuesta a una necesidad

Impacto: posibilidad de mejorar directa o indirectamente el aspecto en que se trabaja

Sostenibilidad: posibilidad de continuar siendo efectiva en un plazo determinado y presentar resultados duraderos

Creatividad e innovación: ¿por qué una buena práctica interesa especialmente? ¿qué aporta?

Replicabilidad

Fácil en su ejecución

Eficacia: máximo beneficio con coste mínimo

Incluir el género de forma transversal

En este objetivo de compartir información deberá tenerse en cuenta la base de datos creada por la OIT
, fruto de la recomendación de la Conferencia en su Discusión General, Punto 37 d) que solicitó recopilar y divulgar ejemplos y modelos de prácticas óptimas en relación con las estrategias innovadoras y eficaces utilizadas.

En efecto en la OIT se ha creado una Base de datos sobre recursos sobre la economía informal en Mayo 2004 - Inglés, Francés, Español que contiene más de 400 entradas directa o indirectamente relacionadas a la economía informal, constituyendo la continuación del proceso de mapeo iniciado luego de la Discusión General sobre Trabajo Decente y la Economía Informal en la 90ª Sesión de la Conferencia Internacional del Trabajo.
Cada entrada contiene información acerca del recurso disponible, la que usualmente incluye un pequeño resumen de su contenido. En la mayoría de los casos se accede a los recursos de forma electrónica, en un formato PDF. Sin embargo, cuando éste no es el caso, se explicita muchas veces la conexión al sitio relevante dentro de la página web de la OIT, para posibilitar al usuario que pueda ordenar la publicación directamente o hacer más consultas.


Las entradas listadas han sido incluidas luego de consultas con funcionarios de la OIT, tanto en la sede como en el terreno, a quienes se les solicitó información sobre actividades e investigaciones directamente relacionadas con la economía informal y las herramientas que son relevantes para la temática, aunque no se refieran específicamente a la economía informal.

No obstante esta completa información, las páginas siguientes buscan sistematizar a título de ejemplos y por temas algunas de las prácticas más relevantes de la región para afrontar los problemas del sector informal en un marco de buena gobernanza.

3.  Elementos y Ejemplos Prácticos  

Se trata de un trabajo inicial que deberá ser completado con los aportes de los participantes en la CIMT, en base a una metodología mínima. En efecto, definido los temas por secciones (no se hace de forma exhaustiva), se introduce brevemente la importancia del mismo y se enumera y relata la buena práctica, resumiendo al final los elementos básicos de la misma a los efectos de una posible réplica.
a.  Legislación laboral  y su aplicación

Como ya se mencionó anteriormente el marco legal es fundamental para garantizar el desarrollo de esa buena gobernanza. De hecho las Conclusiones de la OIT en su Punto 37 señalan que los ámbitos prioritarios concretos del programa de trabajo de la OIT y de la cooperación técnica (en relación a la economía informal) deberían ser:

.........

a) Hacen hincapié especial en eliminar las barreras que impiden hacer realidad los principios y derechos fundamentales en el trabajo, en particular los marcos jurídicos e institucionales.

d) Determinar las barreras que existen en la aplicación de las normas de trabajo más pertinentes para los trabajadores de la economía informal y ayudar a los mandantes tripartitos a desarrollar leyes, políticas e instituciones que apliquen esas normas.

.......

Es quizás en el marco normativo donde pueden lograrse los efectos más rápidos ya que en general es cierto que estas actividades operan al margen de la regulación (tributaria, laboral, administrativa); ello implica que no poseen las credenciales necesarias para desarrollarse como actividades formales.

Las opciones manejadas para lograr la regulación son en general:

· La extensión del marco de la ley general. Sin establecer un capítulo especial sobre el tema, con frecuencia las leyes generales establecen "limites cuantitativos" para determinar su campo de aplicación a determinadas empresas. Así por ejemplo, en Argentina el Decreto 2072/94 de 25 de noviembre para regular empresas en crisis se aplica únicamente a aquéllas de más de 50 trabajadores, mientras que en Colombia el Código del Trabajo estima necesario el registro de trabajadores en el caso de contar con 5 o más trabajadores permanentes.

En otros países, el criterio está delimitado en función del capital de la empresa (por ejemplo en Bolivia en el caso de los trabajadores de hoteles e industrias gráficas, o en Colombia para la determinación de las vacaciones en la industria de la construcción), mientras que en determinados sectores industriales típicamente artesanales o de pequeña entidad (peluquerías, floristerías, panaderías, fondas,..) es, como se indicó, la propia naturaleza del negocio la que la delimita que las normas que se aplican, lo sean sólo en la práctica para la pequeña industria o comercio.

· Promulgar un sistema especial de regulación como en el caso de Argentina
 y en cierta medida Brasil y Perú.

No obstante ambos tienen sus pros y contras, por cuanto el primero puede desatender las necesidades reales de un sector heterogéneo y el segundo, al establecer distintas normas y regulaciones en función del tamaño de las empresas, puede conducir a discriminar a los ciudadanos ante la ley y generar una tendencia a precarizar o flexibilizar indebidamente las relaciones laborales utilizando diferentes estándares laborales en los diversos segmentos laborales o utilizando menos requisitos formales y administrativos.

En todo caso el cumplimiento de derechos mínimos es indispensable y no existe motivo para eximir a los productores y trabajadores de la economía informal de su cumplimiento. Por ejemplo, no debería haber problema para que las microempresas puedan tener exenciones, bonificaciones u otras formas de trato favorable (pagos por cuotas, reducciones, etc.) en su deber de contribuir a la seguridad social (similar regla a las reducciones impositivas) o que algunos trámites administrativos como un expediente de cierre de empresa, se simplifique  siempre que se garanticen los derechos mínimos, de manera a poder acelerar el penoso proceso; pero no podría admitirse que cualquiera sea la unidad productiva, deje de respetar los derechos laborales fundamentales; es decir, se tengan niños trabajando, personas en situación de trabajo esclavo, se discrimine o no se tenga libertad de asociarse y de negociar.

En fin como señala Daniel Martínez
 “Un examen del modo en que la legislación laboral puede ser aplicada a los trabajadores informales con más efectividad podría considerar si, en realidad, deberían simplificarse los requisitos legales. Sin embargo, es esencial subrayar que tal simplificación, si se llega a considerar, no debería implicar una reducción de las normas de trabajo fundamentales, que sólo puede estar justificada si promueve una aplicación más efectiva de los principios y derechos fundamentales en el trabajo. Pero una simplificación del código de trabajo que afecte, por ejemplo, a otros derechos y condiciones de trabajo mejoradas, podría facilitar a empleadores y terceras partes, incluidos los intermediarios, el cumplimiento de dicho código y ayudar a los trabajadores a comprender sus derechos.”

Desde el inicio del estudio del fenómeno de la informalidad es
 claro que la aplicación de la norma laboral no será posible realizarla de inmediato y en su totalidad en la economía informal, ya que podría llevar al ocultamiento y a la marginación. Sin embargo, el texto al que nos referimos insiste en la importancia de su cumplimiento como objetivo a largo plazo y señala que en las áreas centrales de la Organización Internacional del Trabajo (la libertad sindical, la erradicación del trabajo forzoso e infantil, la no discriminación) las normas “son tan fundamentales que no se debe tolerar que no se respeten”.

Las buenas prácticas resultantes son más relativas a la aplicación de la ley que a la propia promulgación de leyes pues la ley no puede definirse exactamente como una práctica. En general los parámetros analizados nos permiten determinar que la ley laboral que facilite la gobernanza del sector informal y la extensión de sus beneficios debe:

1. respetar los principios y derechos fundamentales en el trabajo;

2. respetar y adaptarse a la cultura legislativa y a las necesidades de su mercado de trabajo; y
3. pudiendo ser flexible, no generar disparidades entre trabajadores o conducir a normas arbitrarias diferentes injustificadamente en función del sector productivo.
EJEMPLOS de buenas PRÁCTICAS

a. La experiencia de las Defensorías de derechos de las pequeñas empresas en Perú es una experiencia de especial interés enmarcada en el PROMDE, programa municipal del desarrollo de las pequeñas y mediana empresas que se dirigió a 70 municipios urbanos del Perú. En cada municipalidad se propuso con cargo al programa crear bien una oficina de derechos o bien nombra un defensor de los derechos laborales de la economía informal a fin de promover una mejor aplicación y extensión de la legislación a los trabajadores y productores del sector. Estas instituciones tenían como fines:

1. información de los derechos y normas aplicables;

2. consejo sobre programas sociales de asistencia, servicios de protección social y otros aspectos afines;

3. asesoramiento jurídico en general.

b. La simplificación de registros y la idea de "caja única"
 subyace en toda la normativa, incluida la laboral, relativa a las empresas de menor entidad. En esta óptica y plasmando directamente estas aspiraciones, la ley argentina n° 24.467 establece un registro único para las pequeñas empresas "que sustituye a todos lo libros y registros establecidos por la legislación para el resto de las empresas".

La ley brasileña en el ánimo de otorgar también "un tratamiento simplificado y de favor a las micro y pequeñas empresas", en el artículo 16 de la ley 8.864 impulsa al Poder Ejecutivo a "que establezca procedimientos simplificados con el fin de facilitar el cumplimiento de la legislación previsional y laboral". Dicha disposición, no limitará, sin embargo, las obligaciones generales respecto al archivo de documentos laborales y al control de licencias, y dependerá de la comunicación previa obligatoria del empleador ante el órgano competente sobre su situación (artículo 4). No obstante, la Consolidación de las Leyes de Trabajo exige en sus artículos 13 y 41, respectivamente (obrando así salvo disposición en contrario como límites a la "simplificación"), la tenencia de una cartilla de trabajo y previsión social (obligatoria para todo empleo, incluso para el régimen de economía familiar y los trabajos por cuenta propia), y en todas las ramas de actividad, el registro de los asalariados en un libro especial o en fichas por parte de su empleador.

b.  Registro y trabajo en negro 

    1.  registro 

Como señala Martínez
, la clarificación de la legislación laboral vigente puede también ser necesaria cuando no se ha registrado la mano de obra intencionadamente con el fin de evitar el pago de prestaciones. Esto puede ser particularmente el caso de por ejemplo los que contratan a trabajadores migrantes indocumentados. Tales trabajadores a menudo tienen miedo de las autoridades y evitan “salir a la superficie” por que temen ser entregados a la policía y deportados. Por tanto, permanecen “ocultos” en la economía informal, siendo extremadamente vulnerables a la explotación y a todo tipo de abusos, ya que es poco probable que los denuncien a las autoridades. Se requieren medidas para asegurar que todos aquellos a quienes la legislación debe proteger pueden recurrir a la ley.

También el alto costo de la legalidad es una barrera a la formalización de las empresas, en especial de las microempresas. Para legalizar la operación de la microempresa, sus propietarios llegan a realizar, cuando menos, once operaciones administrativas diferentes en Brasil, nueve en Perú, seis en Colombia y cuatro en Chile, que a su turno implican en un gran número de trámites y de pasos administrativos. Además, los microempresarios enfrentan una elevada cantidad de impuestos y cargas laborales. Así, en la actualidad, los informales no pueden cumplir con los costos que implica la incorporación a la formalidad
.

De ese modo, una estrategia para apoyar al sector informal con miras a promover su incorporación a la formalidad (al sistema regulatorio) debe buscar la reducción de los costos de la legalidad, sin afectar el principio de la unicidad del régimen regulatorio. En este sentido, la simplificación de los procedimientos administrativos constituye una importante vía para la disminución de las barreras para el acceso a la formalidad (introducción de regímenes simplificados de registro, ventanilla única, formularios electrónicos, etc.).

 EJEMPLOS de buenas PRÁCTICAS

1. En este ámbito es también significativa la experiencia peruana de PROMDE que triplicó el registro de empresas de 1.100 a 4.000 entre 1998 y 2000 o en la municipalidad de Lima aplicando la simplificación de los procedimientos registrales. De 45 trámites administrativos sólo 12 fueron conservados reduciendo el procedimiento de 70 días a 1.

2. En Bolivia se creó una carta de registro de negocio que además de permitir el registro facilitaba a sus poseedores el acceso a cursos de información.

3. En el campo del registro en el área rural, en Argentina, a través de la Ley 25.191, de 3 de noviembre de 1999, reglamentada por el Decreto 453/2001, se instituyó el uso obligatorio de la Libreta del Trabajador Rural en todo territorio nacional para los trabajadores permanentes, temporarios o transitorios que cumplan tareas en la actividad rural y afines, en cualquiera de sus modalidades, con carácter de documento personal, intransferible y probatorio de la relación laboral. Igualmente instituyó el Sistema Integral de Prestaciones por Desempleo. También creó el RENATRE (Registro Nacional de Trabajadores Rurales y Empleadores) que tiene carácter de ente autárquico de derecho público no estatal. La inscripción en el RENATRE es obligatoria a todos los empleadores y trabajadores que desempeñen tareas agrarias relacionadas principal y accesoriamente con la actividad rural en cualquiera de sus especificaciones de acuerdo a lo que establece el Régimen Nacional de Trabajo Agrario
.

4. La labor de la Administración de Trabajo, esencial en el desarrollo de las relaciones laborales, ha sido importante en lo que respecta a la regularización del empleo ilegal
. En Argentina desde el lanzamiento del Plan Nacional de Regularización del Trabajo en septiembre del 2003 hasta julio de 2004, el Ministerio había realizado inspecciones en 24.5 mil empresas, alcanzando a un total de aproximadamente 84.2 mil trabajadores, siendo regularizados cerca de 5 mil trabajadores por la acción inspectiva (un 24% de los trabajadores encontrados de forma irregular). La nueva Ley de ordenamiento laboral de febrero 2004 sigue incidiendo en esta vía y fortalece el sistema de inspección. Este es sin duda un paso importante por cuanto si bien la ley ya es limitada en su campo de aplicación (cubriendo a los asalariados únicamente), si éste se limita aún más por la ilegalidad, el trabajo sindical y los beneficios de la negociación colectiva quedan extremadamente reducidos.

2.  control


La existencia de normas de control relativas a las pequeñas empresas o trabajadores independientes es muy exigua o inexistente, de hecho cuando existe, los órganos de supervisión y/o de control resultan de la necesidad de evaluar el impacto de la norma (artículo 105 de la ley 24.467 en Argentina), o de orientar en general la actividad de los pequeños emprendimientos (artículo 19 de la ley 8.864 en Brasil). Es el caso de la ley argentina que incide esencialmente en las funciones consultivas previas de la “Comisión especial de seguimiento” – de carácter tripartito, instituida por la ley – dotándola no sólo del poder de elaborar informes anuales sobre el impacto de la norma en la negociación colectiva nacional, sino también otorgándole facultades de mediación.

Numerosos códigos, como se mencionó, otorgan genéricamente el control de las relaciones laborales a la inspección de trabajo sin que, en la mayor parte de los casos
, existan reglas especiales para las pequeñas empresas
. De hecho, los textos legales que determina la existencia de comisiones paritarias de carácter consultivo o conciliador, limitan su constitución a que el negocio tenga un mínimo de trabajadores que se fija en torno a veinte (por ejemplo, el artículo 186 del Código de Panamá).

Sin perjuicio de su naturaleza incipiente, la idea de simplificación y flexibilización que lleva consigo la legislación para la pequeña empresa, parece indicar la importancia de los órganos de control en el desarrollo de las relaciones laborales en estos emprendimientos. La reducción de trámites y la proximidad de las relaciones obrero-patronales pasan por un acercamiento con los órganos de la administración encargados de la supervisión que deberán no sólo sancionar la incorrecta aplicación de la ley, sino también orientar y mediar en la resolución de dudas y conflictos.

c.  La libertad sindical y las experiencias asociativas

Conforme a las conclusiones de la OIT sobre la economía informal (punto 37 d) es necesario determinar las barreras jurídicas y prácticas que existen a la creación de organizaciones de trabajadores y de empleadores en la economía informal y ayudarlos a organizarse.

En ese sentido es importante señalar que el tamaño de la empresa, en especial en cuanto a límites mínimos para constituir organizaciones sindicales y/o para negociar, tiene importantes repercusiones en materia de relaciones colectivas.

En efecto, si bien los límites mínimos varían entre los distintos países, salvo muy raras excepciones, la representación de los trabajadores en las empresas no es obligatoria para las entidades más pequeñas, aún más incluso para las empresas mayores existe un elevado grado de incumplimiento práctico de esta normativa
. Ligado a la representación aparece el tema de los representantes del personal que según las legislaciones depende del tamaño de la plantilla.

En la mayor parte de los países latinoamericanos, donde prevalece el sindicato de empresa, el número mínimo de trabajadores afiliados exigido por la legislación no permite este tipo de organización en las más pequeñas. Salvo Argentina, Brasil y Uruguay, dónde la organización sindical típica es por rama de industria, en los demás países la base es la empresa, exigiéndose en todos un número mínimo de afiliados que varia entre los 8 en Chile -si representan el 50% del total de la plantilla-, pasando por 10 en Argentina, 12 en Costa Rica , 20 en Bolivia, Guatemala, México, Perú, República Dominicana y Venezuela, 25 en Colombia y Nicaragua, 30 en Ecuador
, Honduras y Paraguay, 35 en el Salvador- aunque el empleador deberá reconocerlo si, aún sin alcanzar estos límites, representa a la mayoría de los trabajadores de la empresa-, 40 en Panamá, hasta la inexistencia de límites en el Uruguay.

Esta situación genera en la práctica la exclusión de la sindicalización efectiva y real a un alto número de asalariados ocupados en la micro y pequeña empresa), generando de forma paralela una proliferación de pequeños sindicatos de existencia más nominal que sustancial.

La aplicación de normas convencionales y legales que reconozcan la representación en los micro emprendimientos por fórmulas que los agrupen por zonas, proporcionándoles una representación común (Alemania, por ejemplo) no está extendida en América Latina, salvo en la iniciativa Argentina (ver infra).


El reciente informe de Seguimiento de la Declaración Organizarse en pos de la justicia social insiste en sus párrafos 170 a 181 al desafío de la economía informal en esta materia.

Como se señaló el término «economía informal» comprende una gran diversidad de categorías de trabajadores  con  necesidades y problemas de tal heterogeneidad como son tan variados los obstáculos y dificultades que afrontan para sindicalizarse. En algunos países, tampoco los trabajadores independientes tienen derecho a afiliarse o constituir sindicatos. Por consiguiente, forman organizaciones sin fines lucrativos para promover sus intereses profesionales. El reconocimiento legal del derecho de los trabajadores informales a constituir sindicatos o afiliarse a sindicatos de su elección es, pues, crucial.

No obstante las nuevas formas asociativas no están exentas de problemas. La delegación de poderes a las autoridades locales puede dar lugar a la aparición de nuevas oportunidades, pero también de nuevos problemas en lo que atañe a organizar las iniciativas en la economía informal. La venta callejera, uno de los segmentos más visibles y de mayor crecimiento en la economía informal de los países en desarrollo, es un buen ejemplo. En muchos países, la organización, regulación y administración de los servicios públicos locales, así como de la planificación urbana, quedan comprendidas entre las responsabilidades de los gobiernos locales. Ahora bien, puede ocurrir a veces que las autoridades en el ámbito nacional emprendan directamente operaciones de inspección con respecto a temas como la salud y la seguridad, sin consultar previamente a las autoridades locales. Esto generaría un clima de inseguridad y de desconfianza entre las organizaciones locales de vendedores callejeros, situación que puede coartar el diálogo entre ellos y las autoridades locales.

En varios países, los gobiernos locales han abandonado paulatinamente las medidas de represión y acoso contra los vendedores callejeros para pasar a aplicar políticas más favorables a su capacidad empresarial. La venta callejera ya no es considerada simplemente como un obstáculo al tráfico vial, sino como un contribuyente importante al PIB nacional y una fuente de recursos para muchas personas que carecen de otras posibilidades de generación de ingresos. El principal problema consiste en garantizar que los espacios públicos sean utilizados de forma ordenada, y que al mismo tiempo se asegure la posibilidad de mantener el empleo y conseguir condiciones de trabajo decentes para el colectivo cada vez más numeroso de los vendedores ambulantes. La Asociación de Propietarios del Centro Comercial Polvos Azules, de Lima, Perú, es un ejemplo ilustrativo de la forma en que una organización local dinámica de vendedores callejeros y de autoridades locales sensatas puede contribuir a realizar este objetivo
. Creada a comienzos de los años 1980, tras el desplazamiento de centenares de vendedores callejeros por las  autoridades locales de uno de los municipios más populosos de Lima, esta organización tiene hoy más de 2.000 miembros. En conjunto, generan empleo directo para 5.000 personas y empleo indirecto para otras 7.000, la mayoría de las cuales son miembros de sus familias. La Asociación está inscrita como organización sin fines de lucro, y posee activos por un valor estimado de 25 millones de dólares
.

Queda por ver de qué forma éstas y las numerosas otras experiencias de colaboración en redes y de promoción de distintos derechos podrán articularse en las organizaciones mejor orientadas a los efectos de la representación en el marco de negociaciones, tanto con el Estado como entre las asociaciones de trabajadores y los empleadores. Estas organizaciones son afectadas por la volatilidad de la actividad informal y por la falta de recursos para las iniciativas de organización. Ocurre también que estén aisladas geográficamente.

Por ende, hay razones de peso para que las organizaciones existentes de empleadores y de trabajadores busquen los medios que les permitan prestar servicios adecuados y dar apoyo a las organizaciones de la economía informal, basándose en una mejor comprensión de las necesidades particulares de éstas; dicha apertura permitiría que las actuales organizaciones ampliasen su propia representatividad.

d.  Protección social

En todo el mundo sólo alrededor de 20 por ciento de los trabajadores tiene una protección social adecuada, mientras que más de la mitad de los trabajadores del mundo y sus familias están excluidos de todo tipo de protección de la seguridad social formal (ni por un régimen de seguro social contributivo ni por un sistema de asistencia social financiado con impuestos)
.

Como ya destacamos, en América Latina el porcentaje de asalariados que cotizan para la seguridad social es de 63.6% en 2003, siendo de 79.3% para el sector formal y de sólo 26.2% para el sector informal (siendo que en países como Bolivia y Nicaragua el porcentaje es inferior a 10%). Los trabajadores que se encuentran en la economía informal son los más carentes de protección social, no sólo debido a su inestabilidad laboral y falta de seguridad de ingresos sino también, y fundamentalmente, porque se encuentran muchos más expuestos a graves riesgos para su seguridad y salud.

Al contrario de la mayoría de los trabajadores formales que poseen ingresos estables y relativamente adecuados, lo que los posibilitan contribuir regularmente a la seguridad social, incluyendo la contribución para su jubilación, los trabajadores informales en general dan prioridad a necesidades más inmediatas (alimentación, vivienda, educación y asistencia sanitaria, etc.) y tienen menor capacidad contributiva. También cabe destacar que a menudo se observan restricciones legales a la protección social de los trabajadores informales, así como obstáculos institucionales para la incorporación de los informales en el sistema de seguridad social.

En este sentido hay que dar la máxima importancia a las políticas que aporten seguridad social a aquellas personas que no estén cubiertas por los sistemas vigentes. En los casos en que la cobertura no se pueda proporcionar inmediatamente a estas personas, una posibilidad es introducir seguros y otras medidas como la asistencia social, para posteriormente extenderlos e integrarlos en el sistema de seguridad social, siempre que se haya demostrado la utilidad de las prestaciones y su viabilidad económica. El microseguro
 para mejorar el acceso a la asistencia médica es otra posibilidad interesante como un primer paso útil a la seguridad social integral
. La situación sanitaria de los trabajadores informales en Brasil, por ejemplo, es una muestra de la pertinencia de medidas de esta naturaleza: sólo un 15.3% de los empleados por cuenta propia accedan a los servicios privados de salud, porcentual que alcanza a un 16.3% entre los asalariados informales, 18.4% entre los trabajadores agrícolas y 15.9% entre los empleados domésticos. Por lo tanto, la mejora de la seguridad social en la economía informal requiere de un concepto más amplio de “protección social”, que no sólo cubra la seguridad social sino diferentes tipos de regímenes contributivos nuevos, sociedades de beneficio mutuo y planes locales y comunitarios para trabajadores de la economía informal
.

La ampliación de la seguridad social hacía la economía informal requiere de medidas como las siguientes:

1. revisar los sistemas obligatorios para facilitar la integración de las microempresas, de los trabajadores independientes, domésticos, agrarios y otros cuyos ingresos provienen de actividades informales;

2. fortalecer la capacidad administrativa de los sistemas de seguridad social, sobretodo en lo relativo al cumplimiento, el mantenimiento de registros y la gestión financiera;

3. emprender programas de educación y concienciación pública para mejorar la imagen del sistema de seguridad social;

4. abrir nuevas ventanas y ofrecer prestaciones que se adapten a las necesidades y la capacidad contributiva de los grupos que actualmente no tienen cobertura.

Otro tema de suma importancia cuando se trata de mejorar la protección social en la economía informal consiste en mejorar la seguridad y salud en el trabajo. Los trabajadores informales están muchos más expuestos que los trabajadores formales a malas condiciones de trabajo, normas menos estrictas de seguridad y salud y riesgos medioambientales, lo que perjudica a la salud y a la productividad, así como al bienestar general y a la calidad de vida de los trabajadores informales y sus familias.

Las autoridades nacionales o locales no tienen suficiente conocimiento de los problemas relacionados con la salud y la seguridad en la economía informal, una vez que esta no está cubierta por los sistemas nacionales de registro, notificación y compensación, no habiendo, por lo tanto, mucha información sobre accidentes profesionales y enfermedades derivadas de condiciones de trabajo peligrosas que pueda utilizarse para identificar los ámbitos prioritarios de prevención. De esa forma, las respuestas institucionales a estos problemas son, a menudo, insuficientes, sobretodo por que los servicios de inspección del trabajo de los países en desarrollo carecen de plantilla y recursos.

Más que intentar hacer cumplir las normas el desafío de mejorar la seguridad y salud en el trabajo en la economía informal requiere de mayor información y asesoramiento sobre las medidas que se pueden tomar para reducir riesgos. Por ello, la formación es una herramienta crucial para concienciar y mejorar las prácticas laborales en la economía informal. En este sentido “la experiencia de la OIT demuestra que los métodos que tienen éxito en la promoción de la seguridad y la salud en el trabajo en la economía informal son los que se vinculan al máximo con los esfuerzos por ampliar la protección social y alentar la creación de empleo. La seguridad y la salud en el trabajo debe formar parte integrante de la labor por mejorar la calidad del empleo, así como la calidad de vida en el hogar y en las comunidades locales, orientada hacia el objetivo del trabajo decente. A este respecto, una parte importante de toda estrategia exitosa es la sensibilización de los creadores de políticas, las autoridades municipales y los inspectores de trabajo en relación con el derecho básico de los trabajadores informales a unas condiciones de trabajo decentes”
.

EJEMPLOS de buenas PRÁCTICAS

1. Microseguros y otras modalidades de protección social en salud
. En Bolivia, el Instituto Politécnico Tomás Katari (IPTK), una organización no gubernamental, creó en 1996 un régimen mutuo de seguro de salud que cubre los servicios básicos de atención de salud, prevención y promoción de la salud, cuidados ambulatorios, distribución de medicamentos y otros servicios para sus miembros y el público en general. Más de la mitad de sus miembros, incluidos los trabajadores a domicilio y otros trabajadores informales, son excluidos de otros sistemas de seguridad social o tienen ingresos por debajo del umbral de la pobreza. Con alrededor de 2000 miembros el sistema se financia con las cotizaciones de sus afiliados y de aportes de agencias internacionales de cooperación.

2. También en Bolivia, otra experiencia importante es la del Fondo Comunitario de Salud del Municipio de Tupiza (Departamento de Potosí), que surgió en 1996 a partir de la iniciativa conjunta del Municipio de Tupiza, el Sistema Publico de Salud y la comunidad local, con el objeto de cubrir las necesidades de salud de las familias urbanas y rurales de alto riesgo del municipio, facilitando el acceso a los prestadores de Salud a través del reemplazo de los “copagos”
 de prestaciones por una cota fija anual de cargo de los afiliados. El grueso del financiamiento proviene de los aportes estatales a través del Municipio y el Sistema Público de Salud. Cuenta con más de tres mil beneficiarios, que pueden acceder a un paquete de servicios que incluye atención primaria completa y atención secundaria en los centros de salud y hospitales del sector público. 

3. En 1995 surge en Colombia la Empresa Solidaria de Salud (ESS) de Sogamoso, en el marco de una iniciativa gubernamental formalizada en 1993 a través de la Ley 100 que crea el Sistema General de Seguridad Social en Salud. El objetivo es dar acceso a atención de salud a la población pobre, tanto urbana como rural, sin cobertura de 30 municipios del Departamento de Boyacá y tres zonas suburbanas de Bogotá. Su financiamiento proviene prácticamente en un 100% del Estado, tomando la forma de un pago per capita. Cuenta con 42 mil beneficiaros y ofrece cobertura a prestaciones de salud de todos los niveles de atención. En Nicaragua, una experiencia relevante en materia de microseguro consiste en el seguro de salud de la Asociación Mutua del Campo, que se origina en 1995 por iniciativa de la Asociación de Trabajadores del Campo (ATC). El sistema de financia con aportes de una organización de ayuda Belga, las cotizaciones asociadas a cada trabajador (compartidas igualmente por los trabajadores y patrones), la venta de medicamentos y prestaciones de salud, y alcanza a casi 7 mil beneficiarios (trabajadores afiliados y sus familias).

4. Otras dos experiencias en este campo son la Policlínica Única José Pedro Varela, en Uruguay, y la Obra Social Municipal (OSMU) Trenque Lauquén, en Argentina. La primera consiste en una agrupación cooperativa para mejorar el acceso a la atención primaria de salud de los habitantes de dos barrios de Montevideo. El plan de beneficios es único aplicable a todos los afiliados, los que llega alrededor de 4.5 mil personas, e incluye acciones ambulatorias de nivel primario y de especialidad (consultas médicas programadas y de urgencia), medicamentos y exámenes de laboratorio a través de convenio con prestadores externos. El financiamiento del sistema proviene prácticamente en un 100% de los aportes de los afiliados, que toman la forma de cuotas mensuales y copagos para las consultas de especialidades. La experiencia Argentina de la OSMU tiene por objetivo dar cobertura de atención de salud a la población no cubierta por las obras sociales tradicionales. Su plan de beneficios incluye atención primaria y secundaria, y ciertas prestaciones de alta complejidad, al cual pueden acceder sus 18 mil beneficiarios. El financiamiento proviene de las cotizaciones y copagos de los afiliados, de los trabajos comunitarios de los afiliados de escasos recursos, y de los aportes del Gobierno Provincial y Municipal.

5. Las experiencias de los microseguros se restringe a la protección social en materia de salud, pero hay otras áreas de la seguridad social para trabajadores “desprotegidos” que necesitan de desarrollo. Por ejemplo, en Brasil el sistema de Seguro por Desempleo contempla desde el año de 2001 una modalidad dedicada a los trabajadores domésticos
, para a concesión de una prestación financiera temporal (hasta tres meses por el monto de un salario mínimo) al empleado doméstico en caso de despido sin una causa justa. Sin embargo, se circunscribe a los trabajadores domésticos formales. En diciembre de 2002, el Ministerio de Trabajo y Empleo de Brasil instituyó otra modalidad de prestaciones por desempleo (hasta tres meses por un monto equivalente a un salario mínimo) a los trabajadores rescatados del régimen de trabajo forzoso o de la condición análoga a de esclavo
. Son medidas incipientes y que presentan imperfecciones, pero son pasos en la dirección de una mayor extensión de la protección social a los grupos de trabajadores “descubiertos”.

6. Tal vez la experiencia uruguaya en materia de protección social debiera ser estudiada más a fondo. Los datos del Panorama Laboral (2004) muestran que casi la totalidad de asalariados en el sector urbano cotizan para la seguridad social en Uruguay (tanto en el sector formal como en el sector informal – servicio doméstico y microempresas). El porcentaje fue de 98.7% para el sector formal en 2003, y de 96.6% para el informal, siendo de 97.9% para el servicio doméstico y de 95.4% para los ocupados en establecimientos con hasta 5 trabajadores (microempresas). En 1990 estos porcentuales eran de, respectivamente: 88.9%, 63.6%, 44.8% y 73%. Hubo, por lo tanto, una variación positiva en el período de 9.8 puntos porcentuales en la proporción de los asalariados que cotizan a la seguridad social en el sector formal urbano, y de expresivos 33 puntos porcentuales en el sector informal urbano, sobre todo en el servicio doméstico que presenta una elevación de 53.1 puntos porcentuales (el nivel de cotización más que dobla), contra un crecimiento de 22.4 puntos porcentuales entre los trabajadores de las microempresas.

7. Los gastos totales con la Previsión Social en Uruguay alcanzaron en 2003 cerca de USD 1.4 billón, lo equivalente a casi un 13% del PIB uruguayo y casi la mitad de los gastos del gobierno central, para un número total de cotizantes de poco más de 925 mil personas (en diciembre de 2003). De estos, 38.7 mil son cotizantes vinculados al servicio doméstico (alrededor de 4% del total). El número de afiliados en la categoría “servicio doméstico” presentó un crecimiento promedio anual de 3.8% entre los años de 1990 y 2003
.

e.  Apoyo al desarrollo empresarial

El desarrollo de la iniciativa empresarial, la creación de empresas, su innovación y su expansión son elementos esenciales para el éxito de las políticas de empleo. La Recomendación N° 189 de la OIT (1998), sobre la creación de empleos en las pequeñas y medianas empresas, ofrece una base importante para los tipos de medidas que podrían aportarse. Para fomentar la iniciativa empresarial, la innovación y la creatividad con el objeto de que las empresas, independientemente de su pequeño tamaño o de su ubicación, puedan generar empleos productivos, la Recomendación N° 189 hace hincapié en la creación de
:

1. Una política y un marco jurídico y normativo propicios. El marco regulatorio comercial debe tratar de reducir los costos de establecimiento y de funcionamiento de las pequeñas empresas (procedimientos de registros más fáciles, y una tributación justa y razonable) y de aumentar también los beneficios potenciales de un registro legal (acceso a compradores comerciales en el sector formal de la economía, mercados de crédito más favorables, protección jurídica, etc.), para estimular la creación de empresas y contribuir a la integración de las pequeñas en el sector formal de la economía. Es igualmente importante aumentar la eficacia y la eficiencia de la burocracia (por ejemplo, ofreciendo un servicio de información simplificado donde las empresas puedan obtener un asesoramiento preciso y solicitar el registro y la licencia comercial, etc.; reducir el papeleo; ofrecer un horario de oficina conveniente).

2. Una cultural empresarial para empleos decentes en el sector formal. La educación y la formación pueden ser importantes instrumentos para el desarrollo de la iniciativa empresarial, especialmente por lo que se refiere a ofrecer a los micro y pequeños empresarios una formación profesional combinada con actividades de capacitación sobre técnicas empresariales y de gestión. Para inculcar una cultura empresarial a los operadores de micro e pequeñas empresas debe prestarse especial atención a las campañas de sensibilización para fomentar buenas prácticas en las relaciones laborales, la aplicación de los contratos, los derechos de los trabajadores, mejores condiciones de trabajo, una productividad más elevada, una concienciación ambiental y una mejor calidad de los bienes y servicios.

3. Estructuras de apoyo y servicios destinados a las MYPES. Los servicios de apoyo a las empresas que pueden ayudar de manera significativa al establecimiento de una micro o pequeña empresa comprende el crédito, la formación, la información sobre mercados y el apoyo para la comercialización, la tecnología, las incubadoras de empresas, el fomento de vínculos entre empresas y entre sectores, entre otros elementos.

4. La representación y organización de los micro y pequeños empresarios y el desarrollo de estructuras cooperativas. Promover el capital social (formación de grupos de responsabilidad conjunta y de solidariedad) y la autoorganización y representación en el segmento de las MYPES constituye importante medida para mejorar la sostenibilidad de las empresas y la calidad del empleo en ellas, mediante un mejor acceso a insumos, tecnologías, servicios de crédito y comercialización, así como potenciar la formalización a través del registro de cooperativas de empresas como personas jurídicas.

Para los micro y pequeños empresarios de la economía informal, la necesidad de financiación es una de sus principales prioridades. El acceso a la financiación es en general el factor más importante para la creación de una empresa, para mantenerla en funcionamiento y para conservar los puestos de trabajo. Pocas empresas informales son capaces de obtener créditos de los bancos puesto que no tienen garantías prendarias que ofrecer. De ese modo, se ven obligadas a solicitar préstamos a fuentes de financiación informales. En este contexto surgen las instituciones de microcrédito como el Grameen Bank de Bangladesh, que desarrollan planes de microfinanciación con las siguientes características: préstamos sin garantía, operaciones sencillas y rápidas, calificación de los clientes y, por encima de todo, la utilización de una responsabilidad conjunta como sustituto de la garantía prendaria
.

Otro tema de suma importancia para el desarrollo de la actividad empresarial en la economía informal es el de la garantía de los derechos de propiedad. La inexistencia de derechos de propiedad reconocidos por la ley, incluyendo los derechos de propiedad intelectual, implica que los empresarios potenciales no pueden utilizar, constituir, recombinar o intercambiar sus activos de la manera más productiva posible para generar así un valor adicional. Si no pueden transformar sus bienes en capital productivo – lo cual convierte a la empresa en capital improductivo –, no podrán disponer de los medios necesarios para desarrollar su actividad empresarial, innovar y desarrollar o ampliar la empresa.

Por fin, merece destaque las políticas locales de desarrollo económico. Estas políticas juegan un papel importante en el tratamiento del tema de la economía informal, puesto que están basadas en un proceso de diálogo participativo “de abajo a arriba” y en asociaciones públicas-privadas. Todas las partes interesadas en la economía local diseñan y aplican conjuntamente una estrategia de desarrollo que aprovecha el potencial local endógeno y la ventaja competitiva que posea. Las políticas locales de desarrollo económico suelen centrarse en la creación de puestos de trabajo a través de desarrollo de micro e pequeñas empresas, ayudando de ese modo a los trabajadores de la economía informal a organizarse, a facilitar su acceso a la formación para la adquisición de competencias, servicios financieros y financiación y a mejorar su entorno de vida y de trabajo.

EJEMPLOS de buenas PRÁCTICAS

1. Mejorar el marco regulatorio. En el Perú, el Instituto para la Libertad y la Democracia (ILD) ha ayudado a aliviar el problema de los derechos de propiedad que tiene el régimen de propiedad peruano. La modernización de los procedimientos y la racionalización de los trámites burocráticos de alrededor de 300 días a menos de 1 día para que los empresarios puedan registrar legalmente sus negocios contribuyó a la transferencia de más de 276 mil empresas de la informalidad para la formalidad, y por lo tanto a una mayor recaudación en impuestos por parte del Gobierno, con efectos positivos también en la generación de empleos
. 

2. Promover crecimiento del ingreso para ampliar la contratación de la protección social. En general, el trabajador informal es visto como aquel que tiene menores ingresos, jornadas de trabajo inadecuadas y no dispone de protección social. Sin embargo, la parcela más escolarizada de los trabajadores por cuenta propia no se adecua a esta imagen, como por ejemplo los profesionales liberales. Por ello, el fenómeno de la precariedad del trabajo debe ser comprendido y, sobre todo, enfrentado por las políticas públicas de empleo, única manera de aumentar el ingreso de determinados grupos de trabajadores y posibilitar, por parte de ellos, la contratación de la protección social. Esta asociación entre ingreso y contratación de la protección social es demostrada en el caso brasileño, cuando se considera la contribución o no a la Previsión Social para los trabajadores por cuenta propia. Entre los trabajadores con rendimiento máximo de ½ salario mínimo, el porcentual de contribuyentes es insignificante (1,4%), mientras que en los grupos de ingreso de “más de 10 hasta 20 salarios mínimos” y “más de 20 salarios mínimos” el porcentual de contribuyentes alcanza, respectivamente, 55,6% e 65%
.

3. Se justifica, de esa manera, el desarrollo de acciones y políticas cuya principal función sea la de aumentar el ingreso de los trabajadores auto empleados (por cuenta propia) – y mismo de aquellos empleadores de pequeños emprendimientos – de modo a disminuir o eliminar el carácter precario que tantas veces asume su actividad profesional. En esta dirección han venido desarrollándose algunos Programas de Generación de Empleo y Ingreso por el Ministerio de Trabajo y Empleo de Brasil. Tal es el caso de una línea del PROGER Urbano destinada a los trabajadores autónomos. Originalmente creada en el año de 1995, ofrece apoyo financiero para inversión, con capital de giro asociado. Hasta agosto de 2002, habían sido realizadas cerca de 308 mil operaciones, contratando recursos de aproximadamente USD 700 millones, alcanzando un valor promedio contratado de USD 2,28 mil. Para el pequeño emprendedor, el grande problema de esta línea estaba en la ausencia de posibilidad de realización de operaciones que financiasen apenas capital de giro. En este sentido dos iniciativas surgieron. La primera de ellas fue la creación en 1996 del “Programa de Crédito Productivo Popular – PCPP”, en el ámbito del Banco Nacional de Desarrollo Económico y Social – BNDES. El PCPP fue el primero grande programa de microcrédito desarrollado en el país. Tuvo, desde el inicio, el objetivo de consolidar un conjunto de instituciones de microfinanzas – IMFs, forneciendo el fondo para su funcionamiento, mediante una serie de criterios visando a la sostenibilidad del segmento. Hasta fines de 2002 el programa contaba con cerca de 30 mil clientes activos y había realizado alrededor de 275 mil operaciones, con valores contratados de USD 151 millones. No obstante los avances obtenidos por el segmento de microcrédito con el adviento del PCPP, la evaluación del MTE fue de que un programa de soporte financiero al segmento, actuando por medio de las Instituciones Financieras Oficiales Federales y con característica de grande flexibilidad, sería de gran importancia para el desarrollo del segmento de microfinanzas en el Brasil. De esa forma surgió en 2002 el Programa “Emprendedor Popular”, procurando garantizar un volumen de recursos suficientes para una fuerte expansión del segmento de microfinanzas en el país (algo en torno a USD 370 millones), así como una amplia participación de los agentes financieros del gobierno federal (Banco do Brasil, Caixa Econômica Federal e Banco do Nordeste)
.

4. Otra experiencia de microcrédito exitosa en Brasil es el Programa de Crédito Popular CrediAmigo, del Banco de Nordeste, que presta servicios financieros al segmento microempresarial de forma sustentable, independientemente de subsidios. El programa surgió en 1998 y es el mayor programa de microcrédito del país. Hasta 2004, el Programa ya había realizado casi 1.9 millón operaciones de microcrédito. Sólo en el año de 2004 fueron realizadas aproximadamente 508 mil operaciones, totalizando alrededor de USD 150 millones, para una cartera activa de poco más de 164 mil clientes. El programa dispone de una amplía red de atención, con 166 agencias y 44 puestos de atención al público, y más de 800 colaboradores
.

5. También en la línea de las IMF (Instituciones de Micro Finanzas) merecen destaque en América Latina las experiencias del BANCOSOL en Bolivia, del MIBANCO en Perú y de la FUNDASOL en Uruguay
. BANCOSOL es un banco privado orientado a la microempresa, con oficinas en las capitales de departamentos. Inició sus actividades en 1992, habiendo nacido de la ONG PRODEM (Fundación para Promoción y el Desarrollo de la Microempresa), la cual fue constituida en 1986, para proveer pequeños préstamos para capital de trabajo a grupos de tres o más personas dedicadas a actividades similares quienes se unían y se garantizaban formalmente para cumplir con sus obligaciones, tras el diagnóstico de que la falta de acceso a recursos y, principalmente la falta de acceso al crédito a través del sistema financiero formal era el principal factor limitante para el crecimiento de la microempresa en Bolivia. En enero de 1992, PRODEM ya contaba con un portafolio de 17,000 clientes con préstamos de 4 millones de dólares. A diciembre de 1997, el BANCOSOL tenía una cartera de 63 millones de dólares distribuida entre más de 76 mil prestatarios
.

6. El MIBANCO, Banco de la Micro-Empresa, fue constituido el 2 de marzo de 1998, iniciando sus operaciones el 4 de mayo de 1998, como una entidad bancaria de organización flexible y horizontal, con proyección social, orientando sus colocaciones a clientes de la micro y pequeña empresa. La composición de su accionariado está conformada por Acción Comunitaria (60%), Profund (19.68%), Acción Internacional (7.00%), Banco de Crédito (6.66%) y Banco Wiese Sudameris (6.66%), conjugando así la experiencia de instituciones en micro empresas como de instituciones financieras. Al iniciar sus operaciones en mayo de 1998, ya disponía de una cartera de más de 30 mil clientes y 13 oficinas que fueron transferencia de Acción Comunitaria Perú
.
7. La Fundación Uruguaya de Cooperación y Desarrollo Solidario (FUNDASOL) es una asociación civil sin fines de lucro, con 25 años de existencia. Es constituida por instituciones del sector social de la economía – Central Lanera Uruguaya (CLU), Comisión Nacional de Fomento Rural (CNFR), Federación de Cooperativas de Producción del Uruguay (FCPU), Manos del Uruguay y Central Cooperativa de Granos (CCG) – y tiene como actividades principales la capacitación en gestión empresarial y la canalización de recursos financieros para posibilitar inversiones que aumenten la eficiencia de las organizaciones de base (cooperativas y similares) y pequeñas empresas, así como la atención de sus requerimientos en materia de capital de trabajo. A febrero de 1999 presentaba una cartera de casi seis mil créditos por un monto de 7 millones de dólares
.
8. Otra buena experiencia a se destacar entre las políticas públicas del Gobierno brasileño es el Programa Nacional de Generación de Empleo e Ingresos en áreas de pobreza (PRONAGER). El programa se orienta a combatir la situación de desempleo y subempleo en las comunidades pobres urbanas y rurales, generando ocupaciones productivas e ingresos, mediante la capacitación de personas y comunidades para su organización productiva, con la creación de empresas asociativas de producción de bienes y servicios, mejorando la calidad de vida de sus miembros y contribuyendo al desarrollo local sustentable. En el ámbito rural, se encuentran dentro de este grupo trabajadores sin tierra, aparceros, medieros, minifundistas y sus familias, mientras que en las áreas urbanas se incluyen desempleados, subempleados y trabajadores eventuales, en general no calificados. Para la formación de cuadros organizadores de empresas asociativas, el PRONAGER aplica la Metodología de Capacitación Masiva (MCM), conocida como la Metodología de los Laboratorios Organizacionales (LO), que ha sido reconocida por los resultados alcanzados desde hace más de dos décadas en varios países de América Latina y Europa. El programa se centra en brindar una capacitación de corto plazo (generalmente 45 días), la que tiene un alto contenido motivacional a efectos de recuperar la autoestima de los beneficiarios y servir de base para el descubrimiento de vocaciones y potencialidades. Además, promueve la formación de empresas de naturaleza colectiva para la producción de diversos bienes y servicios. Previamente a los talleres de capacitación, se identifican las principales cadenas productivas locales, se analizan las posibilidades de inserción de nuevas empresas y se realiza un diagnóstico de la población objetivo. Posteriormente a las actividades de capacitación, el programa plantea mantener el apoyo a las empresas creadas a efectos de orientarlas hacia un uso adecuado de otros programas existentes de financiamiento y de asistencia técnica
.

9. En materia de servicios de apoyo a las micro y pequeñas empresas, cabe destacar algunos programas vinculados a la Dirección Nacional de la Micro y Pequeña Empresa del Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo de Perú, tales como el Programa Auto Empleo y Micro Empresa (PRODAME) y la de Promoción de la Pequeña y Micro Empresa (PROMPYME). El PRODAME ha prestado orientación y asesoría gratuita a más de 22 mil usuarios, para la constitución o formalización de micros y pequeñas empresas, así como contribuido a la formalización de 3 mil micro y pequeñas empresas y de 106 asociaciones de micro y pequeñas empresas, además de la realización de 397 seminarios de capacitación con la participación de aproximadamente 21.5 mil personas
. El PROMPYME se constituye como una instancia de promoción, coordinación y concertación de las acciones necesarias para contribuir con el incremento de la competitividad de las pequeñas y micro empresas en los diferentes mercados en los que éstas participan. La labor de PROMPYME ha beneficiado a más de 20 mil micro y pequeñas empresas entre enero y setiembre de 2004
.
10. Otra buena experiencia en esta materia es el Proyecto PROMICRO de apoyo a las microempresas del sector informal en seis países de América Central: Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá. El proyecto tiene por objetivos: i) fortalecer las asociaciones de microempresas; ii) mejorar su acceso a la información y divulgar enfoques innovadores para la promoción de microempresas; y iii) mejorar los resultados de los proyectos y programas nacionales para las microempresas a través de sus foros regionales. El proyecto ha establecido un sistema regional de información en Internet, el sitio SIPROMICRO (http://www.sipromicro.com), que ofrece una amplia gama de informaciones: proyectos en curso, datos económicos, servicios de asesoramiento, referencias bibliográficas, etc.
.

11. En esta misma línea, cumple destacar la experiencia de Servicio Brasileño de Apoyo a las Micro y Pequeñas Empresas (SEBRAE). El SEBRAE trabaja desde 1972 en pro del desarrollo sustentable de las empresas de pequeño porte. Para tanto, la entidad promueve cursos de capacitación, facilita el acceso a servicios financieros, estimula la cooperación entre las empresas, organiza ferias y ruedas de negocios e incentiva el desarrollo de actividades que contribuyen a la generación de empleo y renta. El SEBRAE actúa en todo el país Brasil, con unidades en los 26 departamentos y en el Distrito Federal, que forman un sistema de amplia capilaridad, con aproximadamente 600 puntos de atención al usuario. A través de la capacitación, movilización, diseminación del emprendedorismo y del asociativismo, entre otros instrumentos, la entidad busca crear un ambiente favorable a la sustentabilidad e ampliación de los pequeños negocios, operando para atenuar los “cuellos de botella” en términos de  menor carga tributaria, menos burocracia, acceso al crédito, a la tecnología y al conocimiento.

f.  Formación y desarrollo de competencias

La empleabilidad es fundamental para que los trabajadores puedan aspirar a un trabajo decente y trasladar de la informalidad a la formalidad. La empleabilidad se refiere a las calificaciones, los conocimientos y competencias que aumentan la capacidad de los trabajadores para conseguir y conservar un empleo, mejorar su trabajo y adaptarse al cambio, elegir otro empleo cuando lo deseen o pierdan el que tenían e integrarse más fácilmente en el mercado de trabajo en diferentes períodos de su vida.

La formación puede mejorar el rendimiento de las empresas y la empleabilidad de los trabajadores, convirtiendo lo que a menudo son actividades marginales y de supervivencia en un trabajo decente plenamente integrado a los ramos principales de la actividad económica. Sin embargo, las políticas y programas de formación y de desarrollo de los recursos humanos tienden a prestar sólo una escasa atención a la economía informal, a  pesar del porcentaje que representa en el empleo total. Persisten las desigualdades en cuanto al acceso a la formación y al desarrollo de las calificaciones. Además, los rápidos cambios tecnológicos y la ampliación de la brecha digital conllevan a una mano de obra informal cada vez más marginada. Al mismo tiempo, los propios trabajadores informales no perciben la importancia de una formación, priorizando acciones como el microcrédito
.

Existen pocos trabajos dirigidos a analizar las competencias necesarias para un desempeño adecuado en la economía informal, tanto en términos de productividad como de ingresos. La discusión se plantea más bien sobre las condiciones de viabilidad de la microempresa (crédito, mercados, etc.) o sobre las posibilidades de formación en habilidades y destrezas definidas a priori. Los apoyos a la microempresa se centran en el sector industrial, cuando la mayor parte de los pobres se ocupan en los servicios y el comercio. Otra preocupación habitual es la obtención de microcrédito, pero no se toma en cuenta el acceso a los mercados y la dificultad para perfeccionarse de los analfabetos funcionales. El aprendizaje tradicional como fuente de capacitación tampoco es debidamente aprovechado
.

Los sistemas de formación institucionalizada (centros públicos y privados de formación profesional, colegios técnicos, aprendizaje en empresas oficiales, etc.) se ocupan principalmente de las necesidades en materia de aptitudes de los mercados de trabajo formal asalariado, y están principalmente vinculados con empresas formales, a menudo medianas o grandes, concentradas en zonas urbanas. Para integrar la atención a aquellos que constituyen el sector informal de la economía, los establecimientos de formación institucionalizada necesitan adoptar requisitos de ingreso menos estrictos y métodos de formación más flexibles, acercando más la formación a las realidades del lugar de trabajo.

Una formación institucionalizada que sea útil para la economía informal debería:

1. al evaluar las necesidades en la materia, tener en cuenta no sólo las oportunidades, sino también las necesidades de los trabajadores y de las empresas del sector informal y su potencial para recibir esa formación – su buena disposición, su disponibilidad y las aptitudes básicas que ya tienen;

2. no olvidar que el principal sistema de formación no institucionalizada en las microempresas y las empresas pequeñas es el aprendizaje tradicional, valorado por los empresarios del sector informal como “la experiencia de aprendizaje más útil”;

3. valorar la capacidad para innovar e improvisar de los trabajadores del sector informal; las calificaciones y experiencias adquiridas en el trabajo, en las actividades cotidianas o a través de formación institucionalizada deben ser valoradas, reconocidas y certificadas;

4. vincularse a otros servicios de apoyo, no sólo servicios de asesoramiento para las empresas y microcréditos, sino también servicios sociales e información sobre nuevas tecnologías; el establecimiento de servicios de divulgación para las microempresas o de servicios consultivos para micro e pequeñas empresas que se ocupen de manera integrada de las necesidades en materia de formación es un factor sumamente importante para una formación más adecuada a los requerimientos de la economía informal.

EJEMPLOS de buenas PRÁCTICAS

1. Una experiencia destacada en materia de capacitación laboral para el sector informal es la del Plan Nacional para el Desarrollo de la Microempresa (PNDM) en Colombia
. Este plan comenzó en la década de los 80 y su cobertura ha sido significativa en términos absolutos, llegando a atender alrededor de 10% de los microempresarios, siendo uno de los más prolongados y de mayor alcance de la región. El esfuerzo propiamente capacitador se concentra en la formación empresarial y los servicios de capacitación y desarrollo tecnológico. Tratase de una experiencia importante de acción continuada que integra distintas instituciones del Estado y la sociedad civil para enfrentar el problema de la inserción de la microempresa en la economía y la sociedad. También ha logrado experiencias importantes de desarrollo institucional, con la participación de otros actores como las asociaciones gremiales de empresarios.

2. En Jamaica, la capacitación financiada por HEART Trust/Nacional Training Agency (NTA) combina formación profesional con el desarrollo de la capacidad empresarial, la gestión de empresa y el desarrollo comunitario. La metodología se basa en la premisa de que la generación de ingresos nos es el resultado únicamente de la capacitación, sino también de la estimulación de todos los factores de producción dentro y fuera de una comunidad. Se trata de un programa comunitario de formación para la creación de empleos independientes y de ingresos que promueve un enfoque para una zona y un grupo específicos destinado a utilizar las oportunidades y recursos locales disponibles
.

3. El Salvador también presenta una experiencia importante en el área de la formación y desarrollo de competencias en la economía informal. Se trata de la Fundación Empresarial para el Desarrollo Educativo (FEPADE), que presenta programas de estudios estructurados en función de objetivos diferenciados por nivel de educación, sector y actividad productiva. La Fundación realiza estudios sistemáticos de mercado de modo de no ofrecer capacitación que no sea demandada por el mercado. No capacita directamente, salvo en los cursos sobre gestión; en los demás (técnicos y vocacionales) establecen convenios de asistencia técnica con otras instituciones privadas y públicas. El resultado de los cursos se evalúa periódicamente mediante encuesta al 10% de los beneficiarios, indagando sobre su inserción laboral, el incremento de su ingreso personal o de la empresa, y la aplicación de tecnología, con resultados positivos
.

4. Otra experiencia en ese tema y con el desarrollo de metodología interesante es el Programa de Capacitación para Trabajadores en Empresas en Córdoba
, Argentina. La experiencia argentina busca adecuar los servicios de capacitación a las necesidades de recalificación de las firmas, mediante un diagnóstico basado en encuestas a sus miembros. El programa subcontrata los cursos a entidades de formación. Los cursos de capacitación son financiados a medias entre el programa y las empresas beneficiarias, por medio de un sistema de vouchers (bonos de capacitación para empresas pequeñas) que son asignados a éstas para ser utilizados por el empresario y sus empleados
. El programa trata a los “capacitados” como consumidores. El objetivo central del programa es contribuir a la competitividad de micro y pequeñas empresas de menos de veinte empleados mediante la capacitación. El mecanismo elegido para este objetivo es el desarrollo de un mercado de capacitación para este sector.
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